
l. INTRODUCCION 

COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

RESOLUCION 28/2014 
MEDIDA CAUTELAR No. 409-141 

Estudiantes de la escuela rural "Raúl Isidro Burgos" 
respecto del Estado de México 

3 de octubre de 2014 

l. El 30 de septiembre de 2014, la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión 
lnteramericana", "la Comisión" o "la CIDH") recibió una solicitud de medidas cautelares presentada por el 
Centro de Derechos Humanos de la Montaña Tlachinola A.C., la Red Guerrerense de Organismos Civiles de 
Derechos Humanos y el Centro de Derechos Humanos "Miguel Agustín Pro Juárez A.C." (en adelante "los 
solicitantes"), requiriendo que la CIDH solicite al Estado de México (en adelante "el Estado") que proteja la 
vida e integridad personal de 43 personas presuntamente desaparecidas o no localizadas, en el marco de 
supuestos hechos de violencia ocurridos el 26 de septiembre de 2014. Adicionalmente, los solicitantes 
requieren medidas de protección para los estudiantes heridos identificados en la solicitud y familiares de 
otros estudiantes o personas que fueron afectadas en los supuestos hechos. 

2. Tras analizar las alegaciones de hecho y de derecho presentadas por los solicitantes, la Comisión considera 
que la información presentada demuestra prima facie que los 43 estudiantes identificados, quienes 
presuntamente estarían no localizados o desaparecidos, y los estudiantes heridos, actualmente ingresados en 
un hospital, se encuentran en una situación de gravedad y urgencia, puesto que sus vidas e integridad 
personal estarían amenazadas y en grave riesgo. En consecuencia, de acuerdo con el Artículo 25 del 
Reglamento de la CIDH, la Comisión solicita al Estado de México que: a) Adopte las medidas necesarias para 
determinar la situación y el paradero de los 43 estudiantes identificados, con el propósito de proteger sus 
derechos a la vida y a la integridad personal; b) Adopte las medidas necesarias para proteger la vida e 
integridad personal de los estudiantes heridos, identificados en el presente procedimiento, quienes 
actualmente estarían ingresados en un hospital; c) Concierte las medidas a adoptarse con los beneficiarios y 
sus representantes; y d) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos que dieron lugar 
a la adopción de la presente medida cautelar. 

11. RESUMEN DE HECHOS Y ARGUMENTOS APORTADOS POR LOS SOLICITANTES 
3. Según la solicitud de medidas cautelares, la escuela normal rural "Raúl Isidro Burgos", conocida también 
como "Escuela Normal Rural de Ayotnizapa", habría sido fundada en 1926 y estaría ubicada a "unos cuantos 
kilómetros" de la capital del estado de Guerrero. Tal escuela habría surgido como parte de un proyecto 
educativo que tenía la finalidad de poner la educación al servicio de los grupos sociales más desprotegidos. 
En tal sentido, la población estudiantil estaría conformada por un aproximado de 500 estudiantes, quienes 
serían hijos de campesinos, indígenas y personas pertenecientes "a grupos marginados". Debido a una serie 
de supuestas reformas al sistema educativo rural, los estudiantes de las escuelas rurales habrían iniciado a lo 
largo del país diversas acciones de protestas. Los hechos alegados por los solicitantes y que fundamentan la 
solicitud de medidas cautelares se resumen a continuación: 

A. Durante el mes de septiembre de 2014, los estudiantes de la escuela "Raúl Isidro Burgos" 
presentaron ante el Gobernador de Guerrero y a la Secretaria de Educación del estado de Guerrero una 
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serie de solicitudes relacionadas con la alimentación, material didáctico, becas estudiantiles, entre otros 
temas. 

B. El 26 de septiembre de 2014, ochenta estudiantes de la escuela "Raúl Isidro Burgos", entre 15 y 25 
años de edad, se dirigían a la ciudad de Chilpancingo, a bordo de tres autobuses, "que habían tomado en 
hechos no violentos minuto atrás, después de llevar a cabo actividades de colecta de recursos". Al salir 
de la central de autobuses, "varias patrullas" habrían intentado cerrar el paso de los autobuses y habrían 
"empezado a disparar de manera intermitente sin advertencia alguna" en su contra. Según los 
solicitantes, 30 agentes de la policía se habrían colocado en posición de tiro en distintas direcciones. En 
vista de la presunta situación, los estudiantes habrían descendido de los autobuses. "Sin mediar palabra", 
los policías habrían comenzado a disparar en ráfagas "de manera indiscriminada" desde distintas 
posiciones, cayendo herido en ese instante el alumno Aldo Gutiérrez Solano, quien actualmente se 
encuentra internado en el hospital "en estado vegetativo, con muerte cerebral". 

C. Los demás estudiantes que se encontraban en el autobús de atrás habrían sido "violentamente 
descendidos" del mismo por agentes de la policía, quienes los habrían sometido, acostándolos en el piso. 
El resto de los estudiantes se habrían dispersado en diferentes direcciones, mientras los agentes 
continuaban supuestamente disparando. De acuerdo a los solicitantes, los agentes de la policía 
presuntamente habrían arrestado alrededor de 20 a 25 estudiantes. 

D. Ante la situación, varios de los estudiantes se habrían reorganizado en el lugar de los presuntos 
hechos y habrían llamado a medios de comunicación, quienes habrían llegado a la zona. 

E. A las 24:00 horas del mismo día, habría arribado al área "una camioneta RAM color rojo", de la cual 
habrían descendido varias personas con armas largas, quienes empezaron a disparar 
indiscriminadamente en ráfagas por aproximadamente 15 minutos, Los solicitantes afirman que el saldo 
de estos eventos habría sido la muerte de dos estudiantes y cinco personas heridas, De igual manera, 
afirman que la intención de los presuntos atacantes era evitar las denuncias ante los medios de 
comunicación. 

F. El 27 de septiembre de 2014, los estudiantes de la escuela "Raúl Isidro Burgos" se habrían 
reagrupado en la Fiscalía de la zona norte de la Procuraduría General de Justicia del estado de Guerrero 
(PGJE). Especialmente, los estudiantes habrían comenzado a "declarar los hechos y solicitaron visitar los 
separos de la Policía Preventiva para constatar la integridad física de los 20-25 estudiantes que habían 
sido detenidos por la Policía Municipal". Sin embargo, supuestamente el Director de Seguridad Pública 
les habría manifestado que no tenía ninguna persona en los "separos". Los estudiantes supuestamente 
habrían verificado dicha área, sin encontrar a sus compañeros. 

G. A las 16:00 horas del mismo día, el Ministerio Público les habría informado que, a tres cuadras donde 
habrían ocurrido los presuntos hechos, habría sido encontrado el cadáver de un estudiante, quien 
presuntamente tenía visibles huellas de tortura, sin ojos y "desollado del rostro". 

H. Los solicitantes sostienen que, en el marco del desarrollo de todos los presuntos hechos, cuarenta y 
tres estudiantes estarían supuestamente "no localizados", sin que se cuente con información sobre su 
paradero. Al respecto, afirman que no descartan que los supuestos atacantes armados hayan logrado 
alcanzar a algunos de ellos, "hacerles daño o llevárselos", De este universo de estudiantes, los 
solicitantes destacan la presunta situación de los aproximadamente entre 20 y 25 estudiantes 
supuestamente detenidos. Sobre este punto, los solicitantes afirman que los presuntos hechos serían 
una "desaparición forzada masiva en contra de personas percibidas como disidentes políticos". Al 
respecto, afirman que los derechos a la vida e integridad personal de los estudiantes supuestamente 



detenidos estarían en riesgo. Como muestra del presunto riesgo que podrían enfrentar, estarla el 
hallazgo del cuerpo supuestamente torturado del estudiante mencionado. 

l. En el marco de los presuntos hechos, los solicitantes afirman que las autoridades estatales habrían 
actuado con uso excesivo de fuerza y se habría permitido que "un grupo de particulares" actuaran 
"persiguiendo los mismos intereses que los policías adscritos a la Dirección de Seguridad Municipal de 
Iguala", en vista que habrían disparado de la misma forma en contra de los estudiantes. En tal sentido, 
los solicitantes alegan que la manera en que habrían ocurrido los supuestos hechos sugiere que los 
particulares armados actuaron de manera coordinada con las autoridades estatales. 

J. Los familiares y sobrevivientes estarían acudiendo ante las autoridades estatales para denunciar los 
presuntos hechos. Sobre estas personas, los solicitantes indican que requieren medidas cautelares, en 
vista de los supuestos hechos ocurridos. De igual manera, requieren medidas de protección para los 
estudiantes que estarían heridos y hospitalizados, debido a que es ampliamente conocido que se 
encontrarían hospitalizados en Iguala, por lo que podrían ser un blanco fácil de posibles nuevos actos de 
violencia. 

K. El 27 y 28 de septiembre de 2014 habrían interpuesto una serie de denuncias ante diversas 
autoridades estatales, supuestamente sin resultado y sin información sobre el paradero de los 
estudiantes supuestamente desaparecidos o no localizados. 

111. ANÁLISIS SOBRE LOS ELEMENTOS DE GRAVEDAD, URGENCIA E IRREPARABILIDAD 
4. El mecanismo de medidas cautelares es parte de la función de la Comisión de supervisar el cumplimiento 
con las obligaciones de derechos humanos establecidas en el artículo 106 de la Carta de la Organización de 
Estados Americanos. Estas funciones generales de supervisión están establecidas en el artículo 41 (b) de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, recogido también en el articulo 18 (b) del Estatuto de la 
CIDH y el mecanismo de medidas cautelares es descrito en el artículo 25 del Reglamento de la Comisión. De 
conformidad con ese Artículo, la Comisión otorga medidas cautelares en situaciones que son graves y 
urgentes, y en las cuales tales medidas son necesarias para prevenir un daño irreparable a las personas. 

5. La Comisión lnteramericana y la Corte lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte 
lnteramericana" o "Corte IDH") han establecido de manera reiterada que las medidas cautelares y 
provisionales tienen un doble carácter, uno cautelar y otro tutelar. Respecto del carácter tutelar, las medidas 
buscan evitar un daño irreparable y preservar el ejercicio de los derechos humanos. Con respecto al carácter 
cautelar, las medidas cautelares tienen como propósito preservar una situación jurídica mientras está siendo 
considerada por la CIDH. El carácter cautelar tiene por objeto y fin preservar los derechos en posible riesgo 
hasta tanto se resuelva la petición que se encuentra bajo conocimiento en el sistema Interamericano. Su 
objeto y fin son los de asegurar la integridad y la efectividad de la decisión de fondo y, de esta manera, evitar 
que se lesionen los derechos alegados, situación que podría hacer inocua o desvirtuar el efecto útil (effet 
utile) de la decisión final. En tal sentido, las medidas cautelares o provisionales permiten así que el Estado en 
cuestión pueda cumplir la decisión final y, de ser necesario, cumplir con las reparaciones ordenadas. Para los 
efectos de tomar una decisión, y de acuerdo con el artículo 25.2 de su Reglamento, la Comisión considera 
que: 

a) la "gravedad de la situación", significa el serio impacto que una acción u omisión puede tener sobre un 
derecho protegido o sobre el efecto eventual de una decisión pendiente en un caso o petición ante los 
órganos del Sistema Interamericano; 
b) la "urgencia de la situación" se determina por la información que indica que el riesgo o la amenaza sean 
inminentes y puedan materializarse, requiriendo de esa manera acción preventiva o tutelar; y 



c) el "daño irreparable" significa la afectación sobre derechos que, por su propia naturaleza, no son 
susceptibles de reparación, restauración o adecuada indemnización. 

6. Sobre la base de la información aportada por los solicitantes, la CIDH examinará a la luz del artículo 25 de 
su Reglamento la solicitud de medidas cautelares en relación con: i) la presunta situación de los 43 
estudiantes identificados como presuntamente no localizados o desaparecidos y de los estudiantes 
supuestamente heridos, actualmente internados en hospitales; y ii) la presunta situación de los familiares de 
las personas afectadas o sobrevivientes de los supuestos hechos del dla 26 de septiembre de 2014, que 
acudan a presentar denuncias al respecto. 

i) la presunta situación de los 43 estudiantes identificados como presuntamente no localizados o 
desaparecidos y de los estudiantes supuestamente heridos, actualmente internados en hospitales 

7. En el presente asunto, la Comisión estima que el requisito de gravedad se encuentra cumplido, en vista de 
los hechos presuntamente ocurridos el 26 de septiembre de 2014, en el cual habrían resultado 
supuestamente muertos y heridos varios estudiantes de la escuela "Raúl Isidro Burgos", de entre 15 y 25 
años de edad. Especialmente, la información sugiere que en el marco de supuestas acciones de protesta 
estudiantil habrían intervenido, con presunto uso excesivo de fuerza, autoridades estatales y que, horas más 
tarde, un supuesto grupo armado habría atacado a estudiantes y personas que se encontraban en el lugar de 
los supuestos hechos. En este escenario, particular relevancia adquieren los hechos relatados por los 
solicitantes sobre: i) la supuesta falta de información sobre el paradero de 43 estudiantes identificados, entre 
los cuales supuestamente se contaría con información respecto a que un aproximado de entre 20 a 25 
estudiantes habrían sido privados de la libertad por autoridades estatales; ii) el supuesto hallazgo del cadáver 
de un estudiante, con presuntos signos de tortura; y iii) la supuesta situación de vulnerabilidad en la que se 
encontrarían los estudiantes heridos, actualmente hospitalizados en localidad de Iguala, ante la posibilidad 
de alegadas represalias. 

8. Tomando en consideración los antecedentes señalados y el contexto particular en el cual se presenta, la 
Comisión considera que se ha establecido prima facie que los derechos a la vida e integridad personal de los 
43 estudiantes identificados se encuentran en riesgo, en la medida que no se conoce su destino o paradero 
hasta la fecha. De igual manera, la Comisión estima que, en vista de las características de los hechos 
relatados y ante la posibilidad de futuras retaliaciones, los estudiantes heridos y actualmente Ingresados en 
el hospital enfrentan también los mismos presuntos factores de riesgo. 

9. Respecto al requisito de urgencia, la CIDH considera que se encuentra cumplido, a la luz de las necesidades 
inmediatas de protección en el presente asunto, propias de la naturaleza del mecanismo de medidas 
cautelares. En particular, la Comisión toma nota sobre: i) la falta de conocimiento sobre el paradero o destino 
de los 43 estudiantes identificados, la cual se habría prolongado por más de 5 días, sin que se cuente con 
información sobre su localización, a pesar de las denuncias interpuestas; y ii) la supuesta ausencia de 
medidas de protección a favor de los estudiantes heridos identificados, quienes podrían encontrarse en una 
situación de desprotección. En estas circunstancias, la CIDH considera que el presente asunto requiere de 
acciones inmediatas de protección por parte de las autoridades estatales, a fin de que el transcurso del 
tiempo no genere una lesión a los derechos de las personas señaladas. 

10. En cuanto al requisito de irreparabilidad, la Comisión estima que se encuentra cumplido, en la medida 
que la posible afectación al derecho a la vida e integridad personal constituye la máxima situación de 
irreparabilidad. 



11. Bajo el Artículo 25.5 la Comisión generalmente solicita información al Estado antes de adoptar una 
decisión sobre una solicitud de medidas cautelares, excepto en asuntos donde la inmediatez del daño 
potencial no permite demoras, como en el presente asunto. 

ii) la presunta situación de los familiares de las personas supuestamente afectadas o sobrevivientes de 
los supuestos hechos del día 26 de septiembre de 2014, que acudan a presentar denuncias al respecto. 

12. La Comisión toma nota de la información aportada sobre este punto y sobre los alegatos respecto a 
posibles represalias en contra de familiares de estudiantes o de otras personas que se habrían encontrado en 
la zona de los presuntos hechos del día 26 de septiembre de 2014. Sin embargo, la CIDH considera que es 
necesario que se presente mayor información sobre quienes podrían ser los propuestos beneficiarios, 
mayores detalles sobre si todas las personas podrían compartir los mismos factores de riesgo ante la 
diversidad de situaciones alegadas, si se habría requerido protección específica para estas personas, entre 
otros elementos. Al respecto, la Comisión estima que es necesario que el Estado también aporte información 
sobre este particular y sobre las alternativas de protección que podría proporcionar a estas personas. 

IV. BENEFICIARIOS 
13. En los documentos aportados, los solicitantes han identificado las identidades de los 43 estudiantes 
presuntamente desaparecidos o no localizados y de aquellos que habrían resultado heridos, quienes 
actualmente estarían ingresados en un hospital. 

V. DECISIÓN 
14. En vista de los antecedentes señalados, la CIDH considera que el presente asunto reúne prima facie los 
requisitos de gravedad, urgencia e irreparabilidad contenidos en el artículo 25 de su Reglamento. En 
consecuencia, la Comisión solicita al Estado de México que: 

a) Adopte las medidas necesarias para determinar la situación y el paradero de los 43 estudiantes 
identificados, con el propósito de proteger sus derechos a la vida y a la integridad personal; 
b) Adopte las medidas necesarias para proteger la vida e integridad personal de los estudiantes heridos, 
identificados en el presente procedimiento, quienes actualmente estarían ingresados en un hospital; 
c) Concierte las medidas a adoptarse con los beneficiarios y sus representantes; y 
d) Informe sobre las acciones adoptadas a fin de investigar los hechos que dieron lugar a la adopción de la 
presente medida cautelar. 

15. La Comisión también solicita al Gobierno de México que tenga a bien informar, dentro del plazo de 10 
días contados a partir de la fecha de la emisión de la presente resolución, sobre la adopción de las medidas 
cautelares requeridas y actualizar dicha información en forma periódica. En vista que la presente solicitud de 
medidas cautelares ha sido adoptada sin previa solicitud de información al Estado, la CIDH revisará la 
pertinencia de su vigencia en el próximo periodo de sesiones de la CIDH. 

16. La Comisión desea resaltar que de acuerdo con el artículo 25 (8) de su Reglamento, el otorgamiento de 
la presente medida cautelar y su adopción por el Estado no constituirán prejuzgamiento sobre violación 
alguna a los derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos u otros instrumentos 
aplicables. 

17. La Comisión dispone a la Secretaría Ejecutiva de la CIDH que notifique la presente resolución al Estado de 
México y a los solicitantes. 



18. Aprobada a los 3 días del mes de octubre de 2014 por: Tracy Robinson, Presidenta; Rose-Marie Belle 
Antoine, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Rosa María Ortiz, James Cavallaro 

y Paollo Vanuchi, Comisionados de la CIDH. ~ 
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Secretario Ejecutivo 


